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PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL QUE SE 

EXHORTA A LA COMISIÓN NACIONAL DE LOS DERECHOS 

HUMANOS PARA SOLICITAR MEDIDAS CAUTELARES DE 

PROTECCIÓN EN FAVOR DE LAS Y LOS PERIODISTAS QUE HAN 

DENUNCIADO PÚBLICAMENTE ESPIONAJE POR PARTE DE 

DIVERSAS INSTANCIAS DEL GOBIERNO FEDERAL E INICIAR UNA 

INVESTIGACIÓN DE OFICIO CON EL FIN DE DETERMINAR LAS 

POSIBLES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS DE LOS 

COMUNICADORES. 

Quien suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, diputada federal, 

integrante del Grupo Parlamentario del PRD en la LXIV Legislatura del 

Congreso de la Unión, en ejercicio de la facultad que confieren los 

artículos 78, párrafo segundo, fracción III de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos y los artículos 116 y 122, numeral 1 de 

la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como los artículos 58 y 60 del Reglamento para el 

Gobierno Interior General de los Estados Unidos Mexicanos, someto a 

consideración de la Comisión Permanente la siguiente Proposición con 

Punto de Acuerdo, al tenor de las siguientes:  

CONSIDERACIONES 

Desde hace algunas semanas, diversos periodistas han denunciado 

públicamente que han sido objeto de espionaje por parte de agencias 

de inteligencia civiles y militares así como de agencias de seguridad, 

señalando particularmente a Ricardo Mejía Berdeja, subsecretario de 

Seguridad y Protección Ciudadana, como principal responsable, 

tratando de encontrar una vinculación entre los periodistas y compañías 

de telefonía móvil, derivado de sus críticas ante la implementación del 

Padrón de Usuarios de Telefonía Móvil.  

Entre los periodistas que han sido investigados por el Centro Nacional 

de Inteligencia como por la Secretaría de la Defensa Nacional se 

encuentran Carlos Loret, Héctor de Mauleón, Mario Maldonado, 
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Salvador García Soto y Roberto Rock. Entre la información obtenida por 

Javier Tejado y hecha pública en su columna en el diario El Universal, 

el periodista señala que se ha reactivado el malware Pegassus 

adquirido por el gobierno de Enrique Peña Nieto y que, en su momento, 

también fue distribuido entre periodistas y defensores de derechos 

humanos, como fue denunciado a partir de una investigación realizada 

por la Universidad de Toronto. 

Según el presidente López Obrador, las denuncias son falsas, pero ante 

el férreo control que ejerce sobre la Fiscalía General de la República, 

los comunicadores no han acudido a presentar una denuncia formal 

debido a que este órgano también ha sido señalado de realizar este tipo 

de espionaje político. 

Hace 4 años, a petición de las víctimas de espionaje, la Comisión 

Nacional de los Derechos Humanos, abrió un expediente por los casos 

de espionaje digital denunciados por 19 comunicadores y defensores 

de derechos humanos. En aquella ocasión, la Comisión señaló que 

solicitaría información a las dependencias e instancias señaladas como 

responsables, para realizar una investigación puntual sobre las posibles 

violaciones de derechos humanos que se hubiesen cometido. 

“El hecho de que periodistas y defensores de derechos humanos 

sean objeto de estas actividades ilícitas afecta asimismo nuestro 

sistema democrático, en tanto que vulnera los derechos a la 

libertad de expresión y a la información, a la vez que debilita la 

confianza y credibilidad de la sociedad en las instituciones”.1 

 
1 https://aristeguinoticias.com/2306/mexico/cndh-abre-expediente-por-denuncias-de-espionaje/ 
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Apenas dos días después de haberse hecho pública esta información, 

la Comisión solicitó medidas cautelares de protección para las víctimas 

y señaló que 

Al reunirse los requisitos de riesgo, urgencia e irreparabilidad del 

daño, SIN PREJUZGAR sobre el fondo de los hechos, este 

Organismo Nacional solicitó a la SEDENA, SEMAR, SEGOB y 

PGR implementar acciones para que en caso de poseer el sistema 

“Pegasus” o cualquier otro que se emplee para intervenir 

comunicaciones de aparatos telefónicos o computadoras, se 

abstengan de emplearlos contra periodistas, organizaciones de la 

sociedad civil y defensores de derechos humanos, así como 

contra cualquier otra persona contraviniendo el orden jurídico 

constitucional.  

Asimismo, se les pidió que en caso de haberse obtenido 

información mediante ese tipo de programas, se abstengan de 

utilizarla y difundirla y sea valorada su legalidad por las instancias 

correspondientes, instruir a todas y todos los servidores públicos 

de esas dependencias a garantizar en todo momento el libre 

ejercicio de la libertad de expresión de medios de comunicación y 

periodistas, así como la labor de defensa de los derechos 

humanos de activistas y organizaciones de la sociedad civil, sin 

contravenir en ningún momento su derecho a la privacidad.  

En específico, adicionalmente, a la PGR se le requirió instruir al 

personal ministerial que conozca de las denuncias presentadas 

por los agraviados, para que realicen la investigación de los 
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hechos con profesionalismo, exhaustividad, objetividad y 

diligencia.  

La CNDH reitera que, si bien la intervención de las 

comunicaciones no está prohibida, nuestra Constitución establece 

que la única vía legal para hacerlo es mediante una orden judicial, 

por lo que contravenir ese mandato con el objetivo de conocer la 

vida personal y profesional, entorpecer o afectar la labor de 

periodistas y personas defensoras de derechos humanos, 

constituye una violación a derechos humanos y delito que debe 

ser investigado y sancionado.2 

La gravedad de lo denunciado no es menor y ante la impunidad que se 

avizora, la obligación de la Comisión Nacional de los Derechos 

Humanos es clara. Debe iniciar a la brevedad una investigación de oficio 

para determinar las posibles violaciones a los derechos humanos de los 

comunicadores y, en tanto se realiza, solicitar medidas cautelares de 

protección en favor de las víctimas. 

Por lo anteriormente expuesto, comprometidas y comprometidos con el 

derecho a la libre expresión de las ideas y con la libertad de prensa, 

ponemos a consideración de esta Asamblea la siguiente proposición 

con punto de  

ACUERDO 

ÚNICO. La Comisión Permanente del Congreso de la Unión exhorta a 

la Comisión Nacional de los Derechos Humanos para solicitar medidas 

cautelares de protección en favor de los periodistas que han denunciado 

 
2 Comunicado de Prensa DGC/203/17, file:///C:/Users/HP/Downloads/Com_2017_203.pdf CNDH. 

file:///C:/Users/HP/Downloads/Com_2017_203.pdf
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públicamente espionaje por parte de diversas instancias del gobierno 

federal e iniciar una investigación de oficio con el fin de determinar las 

posibles violaciones a los derechos humanos de los comunicadores. 

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Congreso de la 

Unión, a los 30 días del mes de junio de 2021. 

SUSCRIBE,  

 

DIP. VERÓNICA BEATRIZ JUÁREZ PIÑA 


